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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-11/2014

LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por Dña. XXXXXX contra la entidad “XXXXXX” sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 6 de septiembre de 2014, por el que se desestimaba un previo recurso interpuesto contra la liquidación de aportaciones sociales practicada como consecuencia de su baja como socia en la cooperativa. 
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 22 de octubre de 2014 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por Dña. XXXXXX de la que, como pretensión principal, se deducía la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de la cooperativa “XXXXXX” de fecha 6 de septiembre de 2014, por el que se confirmaba la liquidación de aportaciones efectuada por el Consejo Rector a consecuencia de la baja de la demandante como socia de esa cooperativa. 

La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 18 de diciembre de 2014, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.

TERCERO: En fecha 11 de junio de 2015 tuvo lugar en la sede de los Servicios Periféricos en Albacete de la Consejería de Empleo y Economía, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Compareció la solicitante de arbitraje en su propio nombre y derecho, asistida por el Letrado XXXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Albacete con el número XX; por parte de la cooperativa compareció la Letrada Dña. XXXXXX, cuya representación ya constaba acreditada en el expediente arbitral de referencia. 

Durante el transcurso del referido acto la parte demandante ratificó el contenido de su solicitud de arbitraje, concretando los términos de la cuestión litigiosa en los puntos relacionados en la nota instructa que asimismo ha quedado incorporada al expediente y que se resumen en: firmeza o no del acuerdo del Consejo Rector aprobatorio de la liquidación; adopción y notificación del acuerdo de calificación de la baja; si es correcto el porcentaje en la actividad cooperativizada asignado a la solicitante de arbitraje; si han sido legalmente adoptados los acuerdos sobre imputación de pérdidas; si son susceptibles de repercusión las deudas pendientes de amortización y concepto al que obedecen; y, por último, si la cooperativa imputó a cada socio con cargo a los fondos propios determinadas cantidades para amortización de préstamos.  

Por parte de la cooperativa se procedió a ratificar asimismo de forma íntegra el contenido de la contestación a la demanda, aportando también nota instructa en la que rebatía los hechos controvertidos alegados de contrario.     

CUARTO: El 17 de junio de 2014 se acordó la apertura de un periodo de prueba para la práctica de la admitida y declarada pertinente. En este sentido, se tuvieron por aportados y han sido objeto de valoración los documentos que acompañaban tanto la solicitud de arbitraje como los presentados por la reclamante durante el acto de vista previa. Asimismo, se declararon pertinentes los relacionados por Otrosí en la demanda, incluido el interrogatorio del Presidente de la entidad cooperativa ante la insistencia en que su práctica reportaría datos sustanciales para la resolución del procedimiento que no constaban documentados en el expediente 
  Respecto de la prueba propuesta por la entidad cooperativa, se admitió y declaró pertinente toda la documental que acompañaba la contestación, así como el interrogatorio de la solicitante de arbitraje.
Habiendo sido fijado el 2 de octubre de 2015 como fecha para proceder a la práctica de los interrogatorios antes mencionados, con fecha 30 de septiembre las partes litigantes notificaron a la Comisión de Arbitraje, por escrito firmado de común acuerdo, su renuncia a la práctica de las pruebas testificales antes referidas, solicitando a su vez una nueva fecha para la realización a través de comparecencia del preceptivo trámite de conclusiones. 
QUINTO: A la vista de lo anterior, el Árbitro que suscribe acordó con fecha 1  de octubre de 2015 que ambas partes presentaran sus respectivas conclusiones por escrito, al amparo de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 72/2006, teniendo en cuenta que de esa manera se concedía mayor celeridad a la tramitación del expediente y, además, no se vulneraban los principios de audiencia, contradicción e igualdad entre partes que deben presidir necesariamente los procedimientos arbitrales.

Así las cosas, en el escrito de conclusiones aportado por la parte reclamante se ratificaron las cuestiones litigiosas planteadas en la vista previa en el sentido que a su derecho interesaba, a saber: que no se había incorporado al libro  de actas del Consejo Rector el acta correspondiente a la reunión en la que se aprobó la liquidación impugnada, constituyendo este defecto razón suficiente para declarar su nulidad de pleno derecho; asimismo concluía afirmando que en ningún caso había sido objeto de notificación la liquidación que nos ocupa, y que lo que realmente se había recibido en su día era un extracto de la cuenta de la solicitante de arbitraje en la Sección de Crédito de la cooperativa; se alegaba otro defecto formal consistente en que, al no haber determinado en tiempo y forma el Consejo Rector los efectos económicos de la baja voluntaria solicitada, esa circunstancia justifica la exclusión en la liquidación impugnada de los descuentos y deducciones reseñados en la misma; en último lugar, se concluye  expresamente afirmando que la fecha de alta como socia de Dª. Isabel Ochando González fue en el año 2006, así como mostrando su oposición con determinadas cantidades que figuran como deducciones en la liquidación recurrida (deducción por pérdidas y por obligaciones vinculadas a inversiones).

Por su parte, en el escrito de conclusiones aportado por la cooperativa se insiste en primer lugar en que la liquidación es firme a todos los efectos ya que fue efectivamente notificada en junio de 2013 y no fue objeto de impugnación en el plazo legalmente conferido; asimismo se afirma que, a la vista de la Ley 11/2010 de cooperativas, la falta de resolución expresa de calificación de la baja no impide la posterior práctica de la liquidación; en último lugar, se procede a justificar los motivos por los que en la liquidación se practican determinadas deducciones en concepto de pérdidas imputables y por inversiones pendientes de pago. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Respecto de las cuestiones litigiosas o controvertidas que han sido planteadas por ambas partes, las cuales resultaron fijadas definitivamente en la vista previa que tuvo lugar el pasado 11 de junio, se considera oportuno estudiarlas variando ligeramente el orden en el que fueron alegadas. La conveniencia de hacerlo de esa manera no deriva de la importancia o entidad de las cuestiones a dilucidar, sino de considerar que durante la tramitación del expediente se han tratado algunas que, con objeto de evitar posibles litigios en un futuro, es preferible que sean también objeto de análisis.  
De tal forma y por las razones expuestas, en primer lugar estudiaremos si, tal y como cuestiona la reclamante, se ha adoptado el acuerdo sobre la calificación y determinación de los efectos de la baja como socia y, en caso contrario, qué efectos han de derivarse de esa omisión. En este sentido, de las propias afirmaciones de la entidad cooperativa vertidas en el acto de la vista previa se deduce que, efectivamente, dicho acuerdo no fue adoptado en su momento, si bien alega que su ausencia no impide que la posterior liquidación de aportaciones sea válida, acarreando como única consecuencia que la baja solicitada tendría que calificarse como justificada. Veamos si es realmente así. 
El artículo 28 de la Ley 11/2010 establece de forma literal que “la calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del Consejo Rector, el cual deberá formalizarla en un plazo máximo de tres meses”. Por tanto, en nuestra Comunidad Autónoma los efectos de la baja voluntaria no se producen en un principio de forma automática, sino que dependen en primera instancia de la decisión que tome al respecto el Consejo Rector en el plazo conferido. Por otro lado, también hay que destacar que el artículo transcrito anteriormente vincula estrechamente tanto la calificación de la baja voluntaria como la concreción de sus efectos, pues hace depender ambos de que el órgano rector de la cooperativa los determine en el correspondiente plazo, algo que finalmente no se produjo en el supuesto que nos ocupa, tal y como reconoce la propia cooperativa. Precisamente para dar solución a estas situaciones de inactividad la Ley prevé una especie de “sanción” o consecuencia negativa en su artículo 28.3, como lo es la obligatoriedad de considerar en estos casos la baja voluntaria como justificada, y ello con independencia del resto de circunstancias que pudieran concurrir. 
No puede ser objeto de discusión, por tanto, que el mandato que asume el Consejo Rector en caso de que un socio decida no seguir perteneciendo a su cooperativa es doble: por un lado debe calificar esa baja como justificada o no, y por otro lado debe determinar los efectos que se derivan de tal calificación. Esto implica que, en ese plazo de tres meses que concede la Ley y respecto de los efectos de índole económica, deben quedar fijados al menos los conceptos a incluir en la futura liquidación de aportaciones sociales a la vista de la normativa que fuera de aplicación, dejando para un momento posterior al cierre del ejercicio económico correspondiente la cuantificación de esos conceptos (por ejemplo, la determinación del importe exacto de las deducciones a aplicar, las cuales previamente tenían que haber sido al menos enunciadas). No obstante, con independencia de lo afirmado por la solicitante de arbitraje, es perfectamente posible que no exista un acuerdo expreso de calificación de la baja y de determinación de sus efectos dictado dentro de esos tres meses, ya que la misma Ley prevé y establece las consecuencias cuando ello se produzca, siendo la principal que la baja se tenga que calificar como justificada, y quedando lógicamente también concretados los efectos de la misma –incluidos los económicos- atendiendo al régimen jurídico aplicable en ese momento. Dicho de otro modo: ante la ausencia de acuerdo expreso por parte del Consejo Rector, la Ley impone –siempre en beneficio del socio- que tanto la calificación como las cantidades a deducir de la futura liquidación de aportaciones deban corresponderse con las establecidas asimismo para las bajas de carácter justificado. Por consiguiente, en contra de lo alegado por la solicitante de arbitraje, la inexistencia de este acuerdo expreso no sólo no constituye un defecto de raíz que conlleve la declaración de nulidad de la posterior liquidación de aportaciones, sino que -muy al contrario- incluso puede afirmarse que la solución por la que opta la Ley es en todo momento favorable y beneficiosa para quien solicita la baja, aunque el contenido del referido acuerdo de calificación (de carácter tácito) y la determinación de sus efectos tengan que determinados de forma obligatoria por la propia norma, a saber: la baja será en todo caso justificada y las deducciones que deberán constar en la futura liquidación son únicamente las que de forma expresa dispone la propia Ley de Cooperativas para ese tipo de bajas, regulación que en todo momento procura y persigue el beneficio del socio. 
TERCERO: La siguiente cuestión litigiosa que se plantea es la solicitud de aclaración sobre si el acuerdo del Consejo Rector aprobatorio de la liquidación de aportaciones que se impugna adquirió firmeza o, por el contrario, fue recurrido en plazo ante la Asamblea General. Para ello es indispensable determinar la fecha en la que fue notificada la liquidación de aportaciones sociales citada. 
En relación con lo anterior, la cooperativa demandada defiende que la referida liquidación fue notificada el 27 de junio de 2013, sin que se impugnara en plazo, y que lo que se hizo el 17 de julio de 2014 fue simplemente recordar la fecha en la que había sido recibida la liquidación. A este respecto consta incorporada a la contestación como documento nº 3 la liquidación objeto de recurso junto con un acuse de recibo -el cual afirma la cooperativa corresponder a la misma- en el que, efectivamente, figura la fecha de 27 de junio de 2013. No obstante, la parta solicitante de arbitraje ha defendido que en esa notificación no se adjuntaba la liquidación de aportaciones impugnada, sino un mero extracto de la cuenta de Dª XXXXXX en la Sección de Crédito de la cooperativa; como consecuencia de ello, no habría transcurrido el plazo legal para impugnar la liquidación que se dice notificada. 
Teniendo en cuenta lo anterior, son dos los indicios razonables que invitan a dar por ciertas las alegaciones efectuadas en este punto por la cooperativa, es decir, que la liquidación fue notificada el 27 de junio de 2013, a los cuales habría que añadir el acuse de recibo indicado en el párrafo precedente. Estos indicios son los siguientes: 
· En primer lugar, durante el periodo de prueba abierto al efecto en el presente procedimiento, fue incorporado por parte de la entidad demandada el Acta de la Asamblea General Extraordinaria de fecha 6 de septiembre de 2014, en la que se procedió a desestimar el recurso interpuesto por la solicitante de arbitraje y en el que figura, como primer motivo, que el mismo fue interpuesto fuera de plazo. A pesar de todo ello, y siendo ese el primer motivo de desestimación del recurso por la Asamblea, Dª XXXXXX no hace referencia alguna en su solicitud de arbitraje a que no se le haya notificado con anterioridad la liquidación que se impugna y que, por tanto, no haya adquirido firmeza. Dicho de otro modo, si bien alega reiteradamente la falta de notificación del acuerdo del Consejo Rector sobre la calificación de la baja y la determinación de sus efectos, en cambio no manifiesta queja alguna en el mismo sentido a la vista de que uno de los motivos por los que la Asamblea General desestima su recurso es por su carácter extemporáneo, no siendo hasta la vista previa celebrada el 11 de junio de 2015 cuando se alega por primera vez que en la notificación del año 2013 lo que se remitía era un extracto de la cuenta de Dª XXXXXX en la Sección de Crédito de la cooperativa y no la liquidación que nos ocupa. Indiciariamente no resulta razonable que un defecto formal de tal envergadura, del que depende que haya adquirido o no firmeza la liquidación que motiva el presente procedimiento arbitral, no sea alegado hasta el momento de la vista previa, curiosamente una vez que la solicitante de arbitraje ha tenido acceso a la contestación efectuada por la cooperativa y en la que se indicaba que la resolución del Consejo Rector ya era inatacable.
· En segundo lugar, consta incorporado a la contestación a la demanda como documento nº 4 el escrito por el que se le reclamaba a la interesada las cantidades que, según la cooperativa, adeudaba como consecuencia del resultado de la liquidación de aportaciones y en el que se le concedía un plazo de 10 días para proceder su pago.

En consecuencia, si a la documentación aportada por la cooperativa le añadimos los anteriores indicios, puede llegarse a la conclusión de que la fecha en la que se notificó la liquidación recurrida fue realmente el 27 de junio de 2013. 

Llegados a este punto, habría que decir en primer lugar a efectos meramente informativos que, a la vista de los documentos anteriores, toma forma lo indicado en el Fundamento de Derecho precedente en el sentido de distinguir un primer acuerdo de calificación y determinación de efectos (tácito en este caso y cuyo contenido viene establecido de forma imperativa por la Ley), y un segundo acuerdo de liquidación de aportaciones que se limita exclusivamente a cuantificar y concretar el importe de las deducciones que deben ser practicadas. Es precisamente este segundo acuerdo sobre el que radica la discrepancia relativa a si fue impugnado en plazo o no. 
En relación con lo anterior, es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Es necesario poner término a las situaciones de incertidumbre en el ejercicio del derecho a recurrir, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esa facultad por parte de su titular. Por tanto, la inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido puede considerarse contraria a la Ley, sobre todo si de ello extrae algún beneficio quien precisamente no hace uso de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo lo que se procura evitar es la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 

Por otra parte, del artículo 54 de la propia Ley 11/2010 se desprende que los plazos dispuestos lo son siempre de caducidad,  debiéndose diferenciar entre si lo que se trata de impugnar es un acuerdo contrario a la Ley, en cuyo caso la acción caduca al año o a los dos meses, dependiendo de si el acuerdo que se impugna ha sido dictado por la Asamblea General o por el Consejo Rector, respectivamente, o bien nos encontramos ante un acto que simplemente se opone a lo dispuesto en los Estatutos o que lesiona en beneficio de uno o varios socios o terceros los intereses de la cooperativa, supuesto que disfruta de un plazo de impugnación de cuarenta días o de un mes, dependiendo también del órgano que dicta el acuerdo, al ser meramente anulable. Pues bien, teniendo en cuenta estos datos y que nos encontramos ante un acuerdo adoptado por el Consejo Rector, tanto si lo consideramos nulo de pleno derecho (dos meses) o anulable (un mes), habrían transcurrido sobradamente los plazos para impugnarlo, con lo que debe entenderse que el mismo adquirió firmeza a todos los efectos. Recordemos en este sentido que la notificación del acuerdo de liquidación de aportaciones se produjo el 27 de junio de 2013, tal y como se ha indicado anteriormente, y que el recurso ante la Asamblea no tuvo entrada hasta el 28 de julio de 2014 (documento nº 4 que acompaña a la solicitud de arbitraje), encontrándose ya caducado el plazo que la Ley confería a la socia afectada para impugnar el acuerdo que nos ocupa.
La importancia del motivo de oposición que se estima es tal, que no resulta posible poder entrar a conocer el resto de cuestiones planteadas, referidas en su mayor parte al fondo del asunto. En efecto, considerar que el recurso interpuesto en su día es extemporáneo conlleva que nos encontramos ante una cuestión que podríamos denominar “de previo pronunciamiento” y cuya estimación, por su propia naturaleza, acarrea ineludiblemente la imposibilidad de entrar a analizar el contenido de la liquidación de aportaciones que se impugna. Por la misma razón, en lo que afecta al presente procedimiento, carece de trascendencia que no se haya incorporado al libro de actas del Consejo Rector la correspondiente a la reunión en la que se aprobó la liquidación objeto de recurso, teniendo en cuenta que ésta ha adquirido firmeza por el mero transcurso del tiempo, lo que acarrea que todos los defectos de que pudiera adolecer, en cuanto a la forma y al fondo, resulten inatacables.
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por Dña. XXXXXX contra la entidad “XXXXXX” sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 6 de septiembre de 2014 que aprobaba la liquidación de aportaciones sociales practicada como consecuencia de su baja como socia en la cooperativa.  


El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 22 de octubre de 2015
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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